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SOLUCIÓN AMISTOSA

ISRAEL GERARDO PAREDES ACOSTA

REPÚBLICA DOMINICANA

20 de marzo de 2012
 

I.
RESUMEN

 

1. El 20 de mayo de 1999 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión” o “CIDH”), recibió una petición presentada por el señor Israel Gerardo Paredes Acosta (en adelante, “peticionario” o “presunta víctima”), donde se alegaba la responsabilidad internacional del Estado de República Dominicana (en adelante, “Estado”, “Estado de República Dominicana” o “República Dominicana”), por presuntas violaciones a los derechos humanos cometidas en su perjuicio. 

2. El peticionario alegó que el 6 de marzo de 1992, mientras se encontraba trabajando en su empresa, un grupo de policías allanaron el local, lo detuvieron y le requisaron una serie de bienes. Asimismo, informó que se realizaron otros allanamientos a su empresa y fue acusado, ante la prensa nacional e internacional, como de fabricar bombas para cometer un atentado. Alegó que habría sufrido una serie de torturas, tratos crueles e inhumanos, como mantenerlo colgado en una celda, golpearlo, y llevarlo al borde de la inanición. Después de 7 años de privación de libertad, fue hallado inocente por las autoridades judiciales y a la fecha de presentación de la denuncia, no le habían devuelto las pertenencias requisadas durante los allanamientos. 
3. Por su parte, el Estado alegó que la policía nacional tenía completa disposición de entregarle los bienes incautados al peticionario y que dos miembros de la policía se encontrarían en investigación disciplinaria por los actos cometidos.
4. El 15 de marzo de 2006, la Comisión adoptó el Informe de Admisibilidad Nº 48/06 de la petición en relación a las alegadas violaciones de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 8, 11, 21 y 25 de la Convención, en conexión con el artículo 1.1 de dicho tratado
.  
5. El 14 de agosto de 2008 las partes suscribieron un Acuerdo Transaccional y acordaron solicitar a la CIDH la emisión del presente Informe sobre Acuerdo de Solución Amistosa, cuando los compromisos asumidos por ambas estuvieran cumplidos.
6. Según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y el artículo 40.5 del Reglamento de la Comisión, la CIDH adopta el presente informe que incluye una breve exposición de los hechos y de la solución amistosa lograda. Habiendo revisado la conformidad del acuerdo con los principios de la Convención Americana, la Comisión resuelve notificar a las partes, hacer público el presente informe e incluirlo en el Informe Anual para la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

 
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
 

7. La petición, fechada 28 de abril de 1999, fue presentada ante la CIDH el 20 de mayo de 1999. El 15 de junio del mismo año, la Comisión trasladó las partes pertinentes al Estado y le otorgó un plazo de 90 días para que presentara sus observaciones. La respuesta del Estado fue recibida el 18 de agosto de 2000.
8. Además, la CIDH recibió información del peticionario en las siguientes fechas: 3 de noviembre de 1999, 11 de abril de 2000, 2 de octubre de 2000, 29 de mayo de 2001, 24 de agosto de 2001, 9 de abril de 2002
, 9 de agosto de 2002, 27 de noviembre de 2002, 11 de febrero de 2003, 9 de septiembre de 2003, 8 de diciembre de 2003, 30 de marzo de 2004, 24 de mayo de 2004, 4 de agosto de 2004, 25 de octubre de 2004, 17 de noviembre de 2004, 25 de febrero de 2005, 16 de mayo de 2005, 19 de mayo de 2005, 19 de septiembre de 2005, 8 de febrero de 2006, 9 de mayo de 2006, 22 de junio de 2006, 29 de junio de 2006, 24 de agosto de 2006, 28 de agosto de 2006, 30 de octubre de 2006, 28 de junio de 2007, 19 de mayo de 2008, 18 de julio de 2008, 2 de septiembre de 2008, 12 de enero de 2009, y 15 de septiembre de 2009. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.
9. Por otra parte, la CIDH recibió comunicaciones del Estado en las siguientes fechas: 13 de diciembre de 2001, 3 de enero de 2002, 14 de febrero de 2002, 19 de septiembre de 2002
, 5 de junio de 2003, 16 de enero de 2004, 24 de marzo de 2004, 16 de agosto de 2006, 1 de septiembre de 2006, 27 de abril de 2007, 29 de mayo de 2008, 25 de septiembre de 2008, y 14 de agosto de 2009. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario.

10. En lo que respecta al proceso de solución amistosa, las partes manifestaron que en enero del año 2001 celebraron una serie de reuniones pero no lograron concretar un convenio.
11. El 15 de marzo de 2006, la Comisión adoptó el Informe de Admisibilidad Nº 48/06 y el 10 de mayo de 2006, en la nota de notificación del Informe, se puso a disposición de las partes con el objeto de lograr una solución amistosa.
12. El 11 de agosto de 2008, el peticionario informó a la CIDH que había decidido “finiquitar este caso y hacer un acuerdo con el Estado dominicano, acogeré lo que me ofrecen económicamente y someteré un Acto de Transacción Amigable con algunas exigencias en contra de las torturas para que las autoridades no sigan cometiendo estos horribles actos barbáricos”.
13. El 14 de agosto de 2008, en la ciudad de Santo Domingo, República Dominicana, el peticionario y el Estado suscribieron un “Acuerdo Transaccional”. 
14. El 19 de agosto de 2008, el peticionario informó a la CIDH que había formalizado y firmado el acuerdo y recibido un cheque por la cantidad indemnizatoria acordada.

15. El Estado, en comunicación recibida el 25 de septiembre de 2008 también informó sobre la suscripción del acuerdo, y solicitó el pronunciamiento de la CIDH sobre la solución amistosa alcanzada “poniendo finiquito legal y archivo definitivo de este caso”.

III. LOS HECHOS

16. Israel Gerardo Paredes Acosta alegó que el 6 de marzo de 1992, mientras se encontraba trabajando en su empresa fotográfica-publicitaria “Soluciones Mágicas C por A”, ubicada en la ciudad de Santo Domingo, República Dominicana, miembros de la Policía Nacional del Departamento de Falsificaciones realizaron una requisa del local y, aunque no encontraron elementos de carácter comprometedor, le confiscaron una pistola que portaba con licencia, $4.200 pesos, documentación personal, entre otros bienes y lo arrestaron.
17. Señaló que los allanamientos a su empresa se reiteraron el mismo día de los hechos denunciados y el 7 de marzo de 1992. Con respecto a este último, indica que la representante del Fiscal del Distrito de la Capital manifestó en su informe que “No se encontró nada comprometedor”. Destaca que otros dos allanamientos habrían sido realizados por seguridad militar A-2 Y G-2.
18. Respecto a su detención, manifiesta que encontrándose a disposición del Servicio Secreto, habría sido sometido a un interrogatorio en presencia del Jefe de la Policía Nacional, Gral. Ramón Alcides Rodríguez Arias, durante el cual le propiciaron brutales golpes. Posteriormente, habría sido encerrado en una pequeña celda donde lo dejaron colgado de un marco de metal con las manos esposadas, mientras le sangraban sus oídos como consecuencia de los golpes recibidos.
19. Destaca que el día 8 de marzo del mismo año fue trasladado en un vehículo hasta la puerta de ingreso del edificio donde se encontraba su compañía y pudo observar cómo miembros de la fuerza de seguridad tomaban todos los equipos de trabajo de la empresa y objetos de carácter personal, y los confiscaban bajo la calidad de “cuerpo del delito”.
20. Indica que de regreso al lugar de detención, a las 5 de la mañana del lunes 9 de marzo de 1992 lo llevaron hacia una oficina y le ordenaron permanecer de pie durante 93 horas consecutivas, hasta que el viernes 13 de marzo, producto de la deshidratación sufrida por no haber ingerido comida ni agua ni descansado, se desvaneció y debió ser trasladado al Hospital Padre Billini, donde le dieron asistencia médica por inanición. Agrega que el Jefe de Servicio Secreto, Coronel Julio César Campusano estaba al tanto de la situación, ya que los oficiales que lo vigilaban se comunicaron con él en el momento en que se cayó al suelo, producto de su debilidad física.
21. Posteriormente, el día número 19 de su detención, fue presentado ante los medios de prensa nacional e internacional, en calidad de acusado de fabricar bombas para cometer un atentado en la “Celebración del Quinto Centenario del Descubrimiento y Evangelización de América”. Señala que recién, por este acontecimiento, supo los cargos que se formulaban en su contra.

22. Informa que estuvo privado de su libertad, siendo colgado diariamente durantes tres o cuatro horas en el marco de metal, con los pies casi completamente en el aire y siempre esposado, durante 32 días, sin contar con orden judicial que legalizara su situación. Sostiene que recién el 7 de abril de 1992 fue llevado ante un juez y luego trasladado a la penitenciaría nacional “La Victoria”. Al llegar a la penitenciaría, habría tenido que solventar los gastos erogados de su identificación. Indica que las personas que ingresaban a la penitenciaría eran obligadas a formar una línea y a revolcarse sobre un charco de agua, para luego ser azotadas por el propio Jefe de la Policía Coronel Benito Díaz Pérez con una banda de neumático y un alambre fibroso de acero. Señala que encontrándose formado en dicha línea, entregó $200.00 a un policía que le había ofrecido retirarlo de la misma a cambio del pago de $150.00, logrando evadir de este modo los tratos señalados.
23. Ulteriormente fue trasladado a una celda que compartía con 189 reclusos, en la cual no había camas por lo que debían descansar en el suelo, prácticamente “uno encima del otro”. Las condiciones de vida en la penitenciaria eran inhumanas, de acuerdo a lo señalado por el señor Paredes Acosta: los servicios de baño y cocina eran precarios, eran azotados durante el almuerzo por las fuerzas de seguridad si tomaban la comida que les servían, los domingos los obligaban a desyerbar con las manos un campo de 400 metros cuadrados. Además, manifiesta que durante cinco meses su presencia fue requerida por el juez que conoció el habeas corpus interpuesto a su favor, sin que las autoridades policiales le permitieran presentarse.
24. Explica que estuvo privado de libertad durante 7 años, de los cuales los primeros cuatro transcurrieron sin que su expediente fuere conocido por alguna autoridad judicial. Informa que, en virtud de falta de indicios de culpabilidad, la Décima Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional declaró mediante sentencia de fecha 15 de abril de 1999 su no culpabilidad de los hechos que se le imputaban. En dicha resolución, las autoridades judiciales manifestaron que si bien en el expediente había constancia de cuatro actas de allanamiento, en ninguna de ellas se consignaba que en la residencia del acusado fueran encontradas bombas de fabricación casera, y expresaron su preocupación al observar que durante los procedimientos judiciales se habían cometido violaciones a garantías judiciales de orden Constitucional y Derechos Humanos, degenerando la aplicación del principio “Indubio Pro Reo” en perjuicio del señor Israel Gerardo Paredes Acosta.
25. Asimismo, indica que dicha sentencia ordenaba la devolución a su legítimo propietario de todos los elementos que -según había quedado consignado en el expediente-, se encontraban en los depósitos de la Policía Nacional. No obstante, señala que las autoridades policiales desconocieron la orden judicial, incluso ante las reiteradas y constantes diligencias realizadas por el señor Israel Gerardo Paredes Acosta para lograr la recuperación de sus bienes.
26. Indica que el 17 de julio de 2001 interpuso demanda civil por daños y perjuicios contra la Policía Nacional, derivada del incumplimiento del mandato judicial que ordena hacer entrega de los bienes que fueron incautados durante los allanamientos ejecutados en su empresa. El 26 de septiembre de 2004, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, Tercera Sala dictó sentencia a favor de la Policía Nacional, declarando inadmisible la demanda en virtud de que la parte demandante no había depositado una copia (visto original o certificada) de los documentos presentados en calidad de prueba, sino que se limitó a depositar copias fotostáticas que, a criterio del Tribunal, no hacían prueba porque no era posible determinar la veracidad o autenticidad de lo que en ellas se expresaba. Sostiene que contra dicha sentencia interpuso un recurso de apelación, que fue resuelto por la Primera Sala de la Cámara Civil de la Corte de Apelación del Distrito Nacional el 8 de junio de 2005. A través de su dictamen, no tan solo se revocó en su totalidad la sentencia apelada, sino que también se declaró nulo el acto procesal a través del cual el peticionario interpuso la demanda de daños y perjuicios dado que la Policía Nacional, al no tener personalidad jurídica, no poseía capacidad para ser demandada ante los órganos de administración de justicia.
IV.
SOLUCIÓN AMISTOSA

 

27. El día 14 de agosto de 2008 en la ciudad de Santo Domingo, República Dominicana, el peticionario Israel Gerardo Paredes Acosta, y el Estado de República Dominicana representado por el Jefe de la Policía Nacional, Mayor General Ingeniero Rafael Guillermo Guzmán Fermín celebraron un Acuerdo Transaccional, en los siguientes términos: 
ACUERDO TRANSACCIONAL

Conste por el presente documento, que podrá ser elevado a la categoría de público con el solo reconocimiento de firmas y rúbricas, el acuerdo suscrito entre las PARTES al tenor de las siguientes cláusulas:

PRIMERO: de las partes: EL ESTADO DOMINICANO, debidamente representado por el MAYOR GENERAL INGENIERO RAFAEL GULLERMO GUZMAN FERMIN, Jefe de la Policía Nacional, dominicano, Mayor de edad, portador de la cedula de identidad y electoral numero 001-1271925-7 domiciliado y residente en esta ciudad de Santo Domingo Distrito Nacional quien en lo adelante se denominará la PRIMERA PARTE. Por otro lado, ISRAEL GERARDO PAREDES ACOSTA, dominicano, mayor de edad, Abogado, Casado Portado de la Cedula de Identidad y Electoral numero 001-0476915​3, domiciliado y residente en la ciudad de Santo Domingo Este, Provincia de Santo Domingo quien en lo adelante se denominará la SEGUNDA PARTE.

SEGUNDO: de los Antecedentes: El 6 de marzo de 1992 se presentaron miembros de la Policía Nacional del Departamento de Falsificaciones quienes allanaron el local de "Soluciones Mágicas C por A" compañía propiedad de la SEGUNDA PARTE y procedieron a decomisar una serie de pertenencias, incluyendo una pistola con licencia y 4,200 pesos dominicanos; luego fue detenido y posteriormente se dio un segundo y un tercer allanamiento en el cual la Policía aseguró encontrar una botella con pólvora y se incautó una cámara de video y una grabadora”.

La SEGUNDA PARTE alega que fue llevado al departamento de Servicio Secreto donde lo encerraron en una pequeña celda y lo tuvieron colgado con las manos esposadas "después de haber pasado toda la noche botando sangre por los oídos" debido, a una serie de golpes que recibió de los interrogadores quienes, señala, le dieron una golpiza.

La SEGUNDA PARTE señala que, después de algunos días en esa situación, lo introdujeron en un vehículo y lo llevaron al local de su empresa donde, sin sacarlo del vehículo, pudo observar como los representantes de la Policía Nacional extrajeron todos los equipos de oficina y trabajo de su empresa entre lo que se encontraba: una computadora Commodore 128, una ampliadora fotográfica, cámaras fotográficas, objetos personales y una gran cantidad de equipos. Señala además que varios de estos bienes no fueron puestos en las actas de allanamiento. Además, la SEGUNDA PARTE asegura que posteriormente se enteró que se dieron otros actos de allanamiento a su empresa de parte de "dos organismos de seguridad militar, llamados: A-2 y G-2".

Argumenta también la SEGUNDA PARTE que fue encerrado de nuevo en una celda donde pasó cuatro días sin agua y sin alimentos, hasta que en la madrugada del quinto día se desplomó y empezó a vocear "como lleno de angustia y llorando y debido a su condición, fue trasladado al hospital Padre Billini donde lo trataron por desfallecimiento y estado avanzado de deshidratación".

La SEGUNDA PARTE asegura que a los 19 días de su arresto fue presentado ante la prensa. Que en esas circunstancias fueron en las que se enteró que estaba siendo acusado de poseer una fábrica de bombas con el propósito de sabotear la celebración del Quinto Centenario del "Descubrimiento y Evangelización de América"; que, terminada la presentación ante la prensa, no fue llevado a la justicia y fue encerrado y esposado por 32 días más en los cuales, asevera, sufrió una serie de amenazas de muerte y lo mantuvieron "bajo torturas físicas y psicológicas". Que en ningún momento fue presentado ante la autoridad judicial competente o se dio orden judicial que legalizara su situación.

La SEGUNDA PARTE alega que posteriormente a "pesar de estar esperando ser conducido ante un Juez para conocer una audiencia sobre Habeas Corpus" fue conducido a la Cárcel Pública "La Victoria" donde fue ingresado el día 7 de abril de 1992.

La SEGUNDA PARTE asegura que pidió que se le permitiera presentar un hábeas corpus, pasaron cinco meses sin que fuera presentado ante la justicia. Aduce que recién después de un total de cuatro años en situación de privación de libertad, su expediente fue conocido por una autoridad judicial y que, finalmente, fue liberado pasado un total de siete años en dicha situación. Agrega que la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el día 15 de abril de 1999, decidió su liberación al declararlo no culpable por insuficiencia de pruebas.

Señala además la SEGUNDA PARTE que en dicha decisión judicial, se ordenó que se le devolviesen todos los bienes incautados lo cual no ha sucedido en su totalidad hasta la actualidad. Aduce también que en la misma resolución se declara que hubo 4 actas de allanamiento pero en las mismas no se consigna ninguna de las 7 bombas artesanales por las que se habría acusado a la SEGUNDA PARTE. Asimismo, que consta en dicho fallo una irregularidad de parte de la representante de la fiscalía al declarar la existencia de pólvora en una botella sin el debido análisis de la sustancia.

El 25 de agosto de 1999, La SEGUNDA PARTE se dirige mediante carta al Jefe de Policía Nacional, solicitando que se cumpla la orden del juzgado solicitando la devolución de los bienes incautados. Asimismo, señala el peticionario que, con fecha 27 de septiembre de 1999, el Comité Dominicano de los Derechos Humanos presentó una carta dirigida al Presidente de la República en la cual se le informa y se le pide acciones respecto de los bienes incautados y respecto de los actos de tortura que aduce el peticionario. Finalmente, argumenta el peticionario que con fecha 30 de noviembre de 1999, presentó una carta al Procurador General de la República, en la cual le informa ​respecto de los actos de tortura y sobre el incumplimiento de la devolución de los bienes. Señala también haber presentado cartas a otras altas autoridades del Estado incluyendo a la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia y a la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores.

Alega la SEGUNDA PARTE que, debido a una comunicación a la PRIMERA PARTE instándola a presentarse en la Jefatura de la Policía Nacional, se dirigió el día 15 de febrero de 2002 al lugar indicado, de donde lo transfirieron al Departamento de Asuntos Internos sin obtener ninguna noticia nueva de la devolución de sus bienes

Asimismo, señala la SEGUNDA PARTE que con fecha 17 de julio de 2001 presentó una demanda civil por daños y perjuicios contra la Policía Nacional, donde se ventilaron los hechos de tortura y la falta de devolución de los bienes, ante la Tercera Sala de la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional la cual, con fecha 26 de septiembre de 2002, declaró inadmisible la demanda debido a que el peticionario no presentó originales sino copias fotostáticas como documento probatorio. Finalmente, aduce el peticionario que hasta el momento no se le han entregado sus bienes.

La PRIMERA PARTE alega que se le invitó a la SEGUNDA PARTE a una audiencia con personal encargado de la Policía para que se le devolvieran los bienes referidos. En este sentido, señaló que la Policía se encontraba en la mejor disposición para dar cumplimiento a la sentencia referida por la SEGUNDA PARTE que ordena la devolución de los bienes.

La PRIMERA PARTE señala que la Policía Nacional había dispuesto que la SEGUNDA PARTE se presentara en el Palacio de la Policía Nacional para recibir los bienes referidos. La PRIMERA PARTE argumentó en su ocasión que evaluaba la posibilidad de indemnizar la SEGUNDA PARTE por el deterioro de los equipos incautados.

Aduce también la PRIMERA PARTE que se ha procedido a investigar, por un Tribunal Disciplinario Policial, a dos miembros de la Policía Nacional que habrían cometido irregularidades contra la SEGUNDA PARTE.
La PRIMERA PARTE señaló además, ante los hechos de hostigamiento y ataques relatados por la SEGUNDA PARTE que, la Institución Policial no estuvo en ningún momento persiguiendo ni hostigando a la SEGUNDA PARTE debido a que éste no tiene ningún procedimiento pendiente con la Policía Nacional.

TERCERO: del compromiso de las partes; I) COMPROMISOS DE LA PRIMERA PARTE: Por su parte, El Estado dominicano se compromete a dar fiel y estricto cumplimiento a lo siguiente:

La PRIMERA PARTE se compromete de buena fe y dentro del plazo de tres (03) días laborables contados a partir de la firma del presente Acuerdo Amistoso a dar fiel y estricto cumplimiento a los siguientes compromisos:

a) Pagar a la SEGUNDA PARTE la suma de TRES MILLONES TRECIENTOS CINCUENTA y OCHO MIL PESOS OROS DOMINICANOS (RD$ 3,358,000.00) correspondiente al pago total de los bienes incautados por la Policía Nacional a la Compañía SOLUCIONES MAGICAS C. A. propiedad de la SEGUNDA PARTE, por el deterioro de los mismos por el tiempo en desuso en la guarda de la Policía Nacional.

c) 

Suscrito el presente acuerdo transaccional, la PRIMERA PARTE comunicará a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a través de la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores, que la petición 12.174 ISRAEL GERARDO PAREDES AGOSTA ha ingresado a un procedimiento de solución amistosa para dar término a la petición en cuestión, procedimiento regulado por el artículo 41 del Reglamento de la C.I.D.H. Esta comunicación se hará efectiva dentro de los tres días siguientes a la suscripción del presente acuerdo.
d) 
   Cumplidos totalmente los compromisos de ambas partes, la PRIMERA PARTE solicitará a la CIDH, por intermedio de la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores, que emita un Informe de Solución Amistosa, conforme al artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, para darle finiquito legal al trámite de la petición 12.174 ISRAEL GERARDO PAREDES ACOSTA.
e)     La PRIMERA PARTE debe tomar todas las medidas para garantizar la no repetición de este tipo de hechos que alega la SEGUNDA PARTE, mediante: 1° la continuidad de la capacitación de la Policía Nacional, a través del Instituto de Dignidad Humana (IDIH) de la misma entidad y a los cuerpos castrenses a través del Instituto Militar de Derechos Humanos de las Fuerzas Armadas (IMDHFFAA); 2° garantizar la no repetición de la limitación de acceso a la justicia y el respeto por los recursos de rápida ejecución.

II) COMPROMISOS DE LA SEGUNDA PARTE: Por su parte, ISRAEL GERARDO PAREDES ACOSTA se compromete a dar fiel y estricto cumplimiento a lo siguiente:

a) Renunciar a toda acción legal administrativa, judicial o internacional presente o futura en contra de la PRIMERA PARTE por violación a los derechos consagrados en los Artículos 1-1, 5, 7, 8, 11, 16, 21 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos, los cuales han demandados en justicia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

b) Renunciar a cualquier acción legal: administrativa, judicial o internacional, para reclamar por el incumplimiento del acápite tercero de la sentencia 174 de fecha 15 de abril de año 1999 de la Décima Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional.

b) 
Renunciar a cualquier acción legal administrativa, judicial o internacional para reclamar daños y perjuicios en contra de la Policía Nacional por el tiempo que permanecieron retenidos los bienes que mediante este acuerdo son devueltos en numerario.

c) Renunciar a cualquier acción legal administrativa, judicial o internacional dirigida a lograr una reparación por daño material o inmaterial vinculada a los apartados a) y b) precedentes.

d) Suscrito el presente acuerdo transaccional, comunicar a la CIDH, que la petición 12.174 ISRAEL GERARDO PAREDES ACOSTA contra la REPUBLICA DOMINICANA ha ingresado a un procedimiento de solución amistosa y término legal regulado por el artículo 41 del Reglamento de la CIDH.

e) Cumplidos totalmente los compromisos de ambas partes, solicitar a la CIDH que emita, conforme al artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, un Informe de Solución Amistosa para poner finiquito legal al trámite de la petición 12.174 ISRAEL GERARDO PAREDES ACOSTA contra la REPUBLICA DOMINICANA.

CUARTO: Del incumplimiento de los compromisos acordados: Los puntos comprometidos en el presente acuerdo transaccional deberán ser efectivamente cumplidos dentro de los plazos estipulados para cada uno de ellos. El incumplimiento de uno, varios o todos los puntos comprometidos dará lugar a la conclusión del trámite de solución amistosa ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y tanto la PRIMERA PARTE, por una parte, como la SEGUNDA PARTE, por la otra, deberán informar de inmediato a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que renuncian a la solución amistosa, lo que facultará a la CIDH a proseguir con la tramitación contenciosa del caso hasta emitir los informes correspondientes y, posteriormente, de ser el caso, someter el asunto a la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

QUINTO: Del cumplimiento de buena fe y aceptación: Las partes aceptan libremente los puntos acordados y se comprometen a su estricto cumplimiento de buena fe, en señal de lo cual estampan sus firmas en los cinco ejemplares de idéntico tenor del presente documento.

            Mayor General 



      LIC. ISRAEL GERARDO PAREDES
ING. RAFAEL G. GUZMAN FERMIN

       Peticionario del Caso no. 12.174

Jefe de la Policía Nacional
ante la Comisión Interamericana de 
  Por la PRIMERA PARTE

     Derechos Humanos

Por la SEGUNDA PARTE
V.
DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO

 

28. La CIDH reitera que de acuerdo con los artículos 48(1)(f) y 49 de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en [la] Convención”.  La aceptación de llevar a cabo este trámite expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención en virtud del principio pacta sunt servanda, por el cual los Estados deben cumplir de buena fe las obligaciones asumidas en los tratados. También desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa, y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante de solución, que puede ser utilizado por ambas partes. 

29. La Comisión observa respecto de las obligaciones asumidas por el Estado en el Acuerdo Transaccional suscrito con el señor Israel Gerardo Paredes Acosta, que constan en la cláusula tercera del citado acuerdo, lo siguiente:
a) El 14 de agosto de 2008 el Estado, a través del Jefe de la Policía Nacional, Mayor General Ingeniero Rafael Guillermo Guzmán Fermín hizo entrega al señor Paredes Acosta de la suma de tres millones trescientos cincuenta y ocho mil pesos (RD$ 3.358.000) por medio de cheque de administración del Banco de Reservas de la República Dominicana.
b) El Estado informó que las partes habían iniciado el proceso de solución amistosa.
c) El Estado solicitó a la CIDH que emita un  Informe de Solución Amistosa.
d) Sobre la cuarta obligación, el Estado informó que para garantizar la no repetición de este tipo de actos, cuenta con instituciones educativas especializadas en la docencia en derechos humanos, que funcionan dentro de los cuerpos de seguridad nacional, como son el Instituto de Dignidad Humana de la Policía Nacional y el Instituto Militar de Derechos Humanos y Derecho Humanitario de las Fuerzas Armadas.
30. Por otra parte, la CIDH observa que el 19 de agosto de 2008, el peticionario informó a la CIDH que había formalizado y firmado el acuerdo y recibido un cheque por la cantidad indemnizatoria acordada.

31. La Comisión Interamericana ha seguido de cerca el desarrollo de la solución amistosa lograda en el presente caso. Asimismo, valora los esfuerzos desplegados por ambas partes para lograr esta solución que resulta compatible con el objeto y fin de la Convención y entiende, con base en las comunicaciones presentadas por las partes, que los compromisos del acuerdo se encuentran cumplidos.
 

VI.
CONCLUSIONES 
 

32. Con base en las consideraciones que anteceden y en virtud del procedimiento previsto en los artículos 48.1.f y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su profundo aprecio por los esfuerzos realizados por las partes y su satisfacción por el logro del acuerdo de solución amistosa en el presente caso fundado en el objeto y fin de la Convención Americana.  

33. En virtud de las consideraciones y conclusiones expuestas en este informe, 

  

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE: 

 

1.
Aprobar los términos del acuerdo de solución amistosa firmado por las partes el 14 de agosto de 2008.  

 

2.
Hacer público el presente informe e incluirlo en su informe anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 






� CIDH, � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/annualrep/2006sp/RepDominicana12174sp.htm" ��Informe No. 48/06, Petición 12.174,� Admisibilidad, Israel Gerardo Paredes Acosta, República Dominicana, 15 de marzo de 2006.


� Solicitud del peticionario de medidas cautelares para proteger su vida e integridad física.


� Respuesta del Estado a la información requerida por la CIDH por la solicitud de medidas cautelares.
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